Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 15:11). 


—La Comisión de Presupuesto Integrada con Hacienda tiene el gusto de recibir al señor 
Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, ingeniero Tabaré Aguerre, y a todo su equipo, a quienes 
damos la bienvenida y cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR MINISTRO.- Buenas tardes. A los efectos de la presentación del articulado de la rendición de 
cuentas correspondiente al año 2015 nos hemos organizado de tal forma que distintos compañeros 
hagan la presentación. Consulto, señor presidente, si hay inconveniente en proceder de esa forma sin 
seguir el orden del articulado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo, señor ministro. 
SEÑOR MINISTRO.- Comienza la presentación la escribana y abogada Cecilia Riera. 


SEÑORA RIERA.- El artículo al que haré referencia se crea para regularizar una situación. Se trata del 
artículo 50 relativo al sistema de multas del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Desde el 
momento en que se aplica una multa hasta que se hace efectivo el pago, pueden pasar hasta más de 
dos años. Entonces, la redacción actual establece que se distribuirá entre los funcionarios del inciso, 
de acuerdo al momento en que se aplicó la multa y se excluyen funcionarios con sanciones o que 
están suspendidos. 


El problema actual es que hay un tiempo muy largo desde el momento en que se aplica la 
multa. Por esa razón decidimos cambiarlo para hacer efectiva la liquidación y establecer que se 
aplicará al momento de la distribución de la multa. 


Ese es el artículo 50 que, repito, se ha creado a efectos de regularizar una situación. 


Con la redacción del artículo 51 también estamos solucionando un problema que tuvimos 
cuando redactamos el artículo 320, aprobado en la ley de presupuesto n.* 19355. En este caso no se 
están creando cargos, sino simplemente solucionando errores que había en el número y en la 
denominación de los cargos. 


Por lo tanto, estos dos artículos que presenté simplemente se crean para regularizar 
situaciones que generaban problemas. 


SEÑOR DELGADO.- Consulto al señor presidente si le parece conveniente hacer nuestras 
consideraciones al final de todo el articulado o artículo por artículo. Eso lo puede resolver el señor 
presidente con el criterio que lo ha caracterizado en todo este tiempo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que lo mejor es ir artículo por artículo. 


SEÑOR DELGADO.- Puede haber alguna consulta sobre el primer artículo, pero no sé si se puede 
realizar ahora o esperamos a que se termine con todo el articulado. 


SEÑORA TOPOLANSKQY.- El señor ministro dijo que no iba a seguir un orden numérico, sino salteado, 
y aceptamos ese criterio. 


SEÑOR DELGADO.- Pido excusas pero no lo escuché. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entendí que la pregunta era sobre el artículo 51. 
SEÑOR DELGADO.- No, era sobre el primer artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, para clarificar, el señor ministro pidió para no seguir un orden 
correlativo e irá cediendo el uso de la palabra a distintos integrantes de su equipo. 


Los artículos 50 y 51 ya fueron explicados. 


SEÑOR MINISTRO.- El artículo 52 refiere a las partidas de compensación para el personal de las 
Fuerzas Armadas. 


En nuestra propuesta original del articulado esto era complementario del artículo que 
figuraba con el número 55. Luego, en la consideración de la Cámara de Representantes, se incorporó 
al presupuesto del Ministerio de Defensa Nacional en el artículo 26. No sé si la mencionada norma fue 
o no discutida por los señores senadores; de todas formas, me gustaría analizar los dos artículos 
juntos porque, el que quedó en nuestro presupuesto es funcional al objeto que está aclarado en lo que 
hoy es el artículo 26 del Ministerio de Defensa Nacional. Allí se dice: «El Ministerio de Defensa 
Nacional podrá encomendar al personal de las Fuerzas Armadas el cumplimiento de funciones de 
apoyo a los cometidos de barrera sanitaria fronteriza a cargo del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, comprendiendo lo dispuesto en el artículo 180 de la Ley n.” 19149, de 24 de octubre de 2013, 
en la redacción dada por el artículo 293 de la Ley n.* 19355, de 19 de diciembre de 2015. 


Las Fuerzas Armadas cumplirán las tareas de detención y revisación, en los lugares que se 
determinen, siendo de competencia exclusiva del personal del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca las funciones de requisa. 


Cuando el personal militar, asignado a las tareas referidas en el presente artículo, se viera 
obligado a utilizar los medios materiales de coacción, deberá hacerlo en forma racional, progresiva y 
proporcional, agotando previamente los mecanismos de disuasión adecuados que estén a su alcance, 
según cada caso. 


El Poder Ejecutivo reglamentará los procedimientos aplicables para la realización de 
controles, revisaciones e inspecciones de personas, equipajes, bultos y vehículos que ingresen al país 
y transiten por la zona de seguridad fronteriza». 


El artículo 52 que está a consideración prevé una transferencia de $ 12:000.000 a los 
efectos de complementar financieramente las funciones que se realizarían conjuntamente con el 
Ministerio de Defensa Nacional. 


Lo importante aquí es el concepto de jerarquizar y especializar nuestras barreras sanitarias, 
cosa que hicimos desde el punto de vista presupuestal en la Ley de Presupuesto que entró en vigencia 
el 1.2 de enero, mediante la creación de la unidad ejecutora 9 de inocuidad, bioseguridad y barreras 
sanitarias. 


Por otro lado, se trata de tener una capacidad operativa mayor en los puntos de frontera, 
teniendo en cuenta, tanto las características de nuestras fronteras, como la importancia que implica 
para nuestra economía el mantener el estatus sanitario animal y vegetal, es decir, el estatus 
zoosanitario y fitosanitario. Esa es la razón por la que se hace referencia a la Ley de Defensa Nacional; 
diría que esta es una visión amplia de la defensa. En muchas oportunidades he tratado de dar el 
siguiente ejemplo. Uruguay es un país que viene levantando restricciones desde el punto de vista 
sanitario y de acceso comercial de una manera muy significativa en materia de producción citrícola; 
hay 17.500 puestos de trabajo que dependen de esa actividad. Además, nuestro país está libre de una 
enfermedad transmitida por un vector que sí está presente en Uruguay, llamado HLB -— 
Huanglongbing—; es una bacteria que ha diezmado las plantaciones de citrus en el mundo y está 


presente en Argentina. En este momento hay una cantidad importante de focos en la provincia de 
Misiones. 


Hay otros países que tienen barreras sanitarias muy bien desarrolladas desde el punto de 
vista del equipamiento y además están muy ayudados por barreras geográficas naturales. Un ejemplo 
de ello es Chile que tiene un excelente sistema de barreras sanitarias, pero además tiene el océano 
Pacífico y la cordillera de los Andes, por lo que cumplir con el control es relativamente fácil. Lo mismo 
sucede con Nueva Zelandia o Australia, que son islas. En el caso de Uruguay hay otro tipo de 
complejidades debido al tránsito de personas, a la vinculación entre ciudades hermanas y comunicadas 
por un puente. En consecuencia, modernizar nuestro sistema de barreras sanitarias, dejar de lado el 
concepto de fiscalizar todo e ir a lo que se conoce como análisis de riesgo requiere de un servicio 
profesional, con gente especializada desde el punto de vista técnico, pero también con capacidad en 
recursos humanos para realizar esa operación. De manera que en los próximos meses, a manera de 
adelanto y a cuenta de que descontamos la aprobación de estos artículos, estaremos iniciando un 
procedimiento piloto que nos va a permitir realizar una capacitación conjunta de los recursos humanos 
del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca con algunos cuerpos que las fuerzas armadas van a 
especializar en apoyo a esta actividad. 


Es bueno aclarar que, históricamente, en el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca la 
función de barrera sanitaria ha sido realizada en tiempo parcial por trabajadores que cumplen otra 
función. Por ejemplo, el veterinario que es inspector en Salto, además de su tarea como veterinario en 
la unidad ejecutora 005, de servicios ganaderos, realiza cuatro horas de complemento con una 
partida especial- en el puente de Salto Grande. 


Ahora queremos crear un sistema diferente; de hecho, en este momento estamos 
institucionalizando los cargos de la unidad ejecutora 009, para que los que sean barreristas estén 
especializados. No queremos un servicio 222 de barrera sanitaria que cumpla una función 
complementaria y no prioritaria; esta es una función prioritaria que tiene que ver con algo muy 
importante para la producción y, por lo tanto, para la generación de actividad económica y de trabajo en 
el país. 


Reitero que estos dos artículos habían venido juntos, pero luego de la consideración que se 
hizo en la Cámara de Representantes el texto que leí pasó al articulado del Ministerio de Defensa 
Nacional y quedó en los de nuestra cartera el texto relativo a la transferencia de recursos. 


Si no hay preguntas, doy por terminado el análisis de este artículo. 


A los efectos de ordenar las intervenciones del equipo que me acompaña, si el señor 
presidente así lo permite, para el análisis de los artículos 53 a 59 quisiera ceder el uso de la palabra al 
doctor Muzio, director de la Dirección General de Servicios Ganaderos, unidad ejecutora 005. 


SEÑOR MUZIO.- El artículo 53 establece: «Autorízase al Inciso 07 "Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca" a que, en cumplimiento de sus cometidos sustantivos en materia de sanidad 
animal e inocuidad alimentaria y a través de sus unidades ejecutoras, proceda a decomisar 
definitivamente y sin más trámite, los animales y productos de origen animal y vegetal que ingresen al 
país en contravención a las normas zoosanitarias o fitosanitarias de importación». Esta primera parte, 
es la base del artículo, pero lo que se propone es lo que se dice más adelante: «En el proceso judicial, 
el Juez competente no podrá dictar resolución sobre los animales y mercaderías incautadas, sin previo 
pronunciamiento preceptivo de la autoridad sanitaria competente del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca». 


Esta propuesta surge a partir de un dato extraído de la realidad ya que se han presentado 
algunos problemas en intervenciones que ha tenido la Cartera en años anteriores. Por ejemplo, se nos 
han presentado inconvenientes con equinos en el departamento de Rivera, donde se los ha incautado 
porque no estaba comprobado que fuesen animales del Uruguay sino que se presumía que eran de 
contrabando. Pasado un tiempo y mientras se estaba en la investigación, el juez dispuso entregar esos 
animales antes de que la autoridad sanitaria diera su dictamen técnico. Esto supone un grave riesgo 


tratándose, por ejemplo, de problemas en la sanidad animal como el que tenemos hoy en Brasil con el 
muermo. A su vez, esto también es de aplicación cuando se produzcan incautaciones en materia de 
sanidad vegetal. 


Reitero: lo importante es que de alguna manera se respete el laudo técnico y que no se tome 
ninguna medida por parte del juez hasta que no se cuente con el dictamen técnico porque recién ahí se 
evalúa el riesgo de lo que se incautó, ya sea que se trate de animales o de mercadería. 


Los artículos 54, 56 y 57, refieren a una modificación de la Ley n.* 19300 que alude a una 
indemnización en enfermedades prevalentes del bovino. Se trata de un fondo que se ha creado con el 
apoyo de todas las gremiales agropecuarias, de los productores agropecuarios, que está destinado a 
subsidiar los gastos de saneamiento y la indemnización cuando se producen esas enfermedades 
prevalentes que son zoonóticas como la brucelosis y la tuberculosis. 


Anteriormente se aludía a predios interdictos mientras que acá se habla de predios declarados 
foco de la enfermedad. La diferencia radica en que cuando está la interdicción, puede tratarse de 
predios que están en investigación en ese momento y, en realidad, no se ha comprobado todavía la 
presencia de alguna de estas enfermedades. Pero cuando es declarado foco, a los efectos de esta ley 
que aporta para indemnización de los animales y subvencionar gastos de saneamiento como pueden 
ser los sangrados y la vacunación en el caso de brucelosis, se da una vez que está terminada la 
investigación. 


Reitero, los artículos 54, 56 y 57 refieren a la misma propuesta de modificación. 


SEÑOR DELGADO.- Esta disposición modifica la Ley n.? 19300 de 2014, que tiene que ver, como 
decía el doctor Muzio, con enfermedades prevalentes creo que todas zoonosis— y establece, 
además, un fondo para cubrir los gastos de su decomiso. 


Si bien se producen algunos cambios en la redacción, quería aprovechar esta instancia para 
hablar del tema de fondo dado que refiere a situaciones casuísticas que se están dando en muchos 
predios, fundamentalmente en aquellos con tuberculosis. Tenemos claro que está previsto un 
mecanismo por el cual el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, al aplicar el test de tuberculina, 
si da positivo, los animales son enviados a faena especial y son pagados por el fondo previsto en la ley. 
No hay problema; así funciona. 


Sin embargo, está pasando una situación cada vez más y es que animales que están dado 
sanos por el test de tuberculina, cuando van a faena la inspección de la División de Industria Animal del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca determina al abrir los que son enfermos, y esos animales 
quedan decomisados pero no los paga nadie, es decir, no los paga el frigorífico ni el fondo. 


Son situaciones que se están dando. En los últimos meses me he encontrado con varias 
situaciones parecidas, en algunos casos son volúmenes importantes —estamos hablando de una 
cantidad importante de dinero—, que en realidad algunos explican en función de, quizás, el bajo nivel de 
rigurosidad o de tolerancia del test de tuberculina. Hay muchos falsos negativos y esta situación se da 
muchas veces en los frigoríficos. Esto resulta inexplicable para el productor y entonces pide datos, 
información y directamente le dicen que a la inspección veterinaria dio positivo o por lo menos se 
decomisó porque aparentemente le habían dado enfermo, aunque habían dado negativo previamente 
al test, y esos animales no son pagados al productor por nadie. 


Creo que hay que buscar un mecanismo para que, en la medida en que el ministerio 
determine que esos animales deben ser decomisados e ir a digestor, sea el mismo fondo el que 
resuelva y tengan el mismo tratamiento que si hubieran sido dados positivos en el test de tuberculina 
previo a ser enviado a la faena. 


Gracias, presidente. 


SEÑOR MUZIO.- La primera precisión que quiero hacer es que puede suceder que den negativo al test 
de la tuberculina animales que estén con alergia. Esto puede suceder ya sea porque son crónicamente 
infectados o porque han tenido otra tuberculina en un período de tiempo muy breve y no reaccionan a 
la tuberculina y eso puede encontrarse en la faena. Generalmente —no tengo los datos acá pero puedo 
aportarlos-, no es común un decomiso total; puede haber decomisos parciales cuando aparecen 
algunas lesiones de tuberculina. 


Entiendo que esto significa un problema en algunos casos, pero en el decomiso parcial el 
animal se paga igual. Cuando es decomiso total sí, porque va al digestor. Ahí no hay un pago, pero en 
los demás hay un pago en el frigorífico. 


Reitero que puedo aportar la información, si el señor senador lo desea, de cuántos animales 
hemos tenido este año en esas condiciones. 


SEÑOR DELGADO.- En realidad, está habiendo problemas con los pagos. Es más, según los datos 
que tenemos del propio INAC y por algún pedido de informes que hicimos, viene aumentando el 
número de decomisos totales y parciales en animales que habían sido dados sanos por los reactivos al 
test de tuberculina en los predios y esos animales quedan sin pagar. La verdad de que estamos 
hablando de un monto importante y absolutamente injusto para el productor. 


Me parece que está bueno buscar un mecanismo para quizás incorporarlos, en la medida en 
que sean decomisos totales, y que estén afectados al fondo que está para eso. Creo que si el 
ministerio tomó la decisión de decomisarlo, y hay un fondo que es pagado por los propios productores, 
está bueno poder imputarle el precio del animal. No estamos hablando de fondos estatales sino que es 
generado por los propios productores. 


Es una solución por la que, en este caso, estaríamos arreglando una injusticia que se puede dar y que, 
reitero, parte de un falso negativo de un test tuberculina realizado en los predios. 


Con respecto al artículo 53, cuando habla del pronunciamiento preceptivo del ministerio 
antes de la actuación del juez, la verdad es que el artículo nos parece que va en una muy buena línea, 
que es actuar sobre aquellos productos de origen animal o de origen animal y vegetal que ingresen al 
país contraviniendo las normas zoosanitarias o fitosanitarias de importación y le establece además que 
haya un informe preceptivo técnico a la Justicia antes de que actúe. No sé si no habría que establecer 
un procedimiento por la ley o por la vía de la reglamentación en cuanto a los plazos. Digo esto porque 
todos sabemos que vamos a actuar con la administración pública y quizás estaríamos dando más 
garantías para todas las partes si se establecen plazos perentorios para el pronunciamiento técnico por 
parte del ministerio. 


SEÑOR MUZIO.- El final del artículo dice: «El Poder Ejecutivo reglamentará este artículo dentro de 
ciento ochenta días de la promulgación de la presente ley», por lo que estaría contemplado lo que el 
senador manifiesta. 


El artículo 55 establece una corrección a lo preceptuado en la Ley n.2 19300 en cuanto 
al aporte que hacen los productores. La corrección es la siguiente: « a) El aporte de como máximo en 
pesos uruguayos al equivalente de US$ 2,00 (dos dólares de los Estados Unidos de América) que 
gravará la faena de cada res bovina llevada a cabo por todos los establecimientos de faena de 
bovinos;». Esto corrige un problema que se había generado, porque cuando se hablaba de categorías 
se habían omitidas algunas y los mismos productores fueron los que nos pidieron que se ampliara para 
que el aporte tuviera que ver con todas las categorías. 


El artículo 58 faculta al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca a celebrar convenios de 
pago de hasta ocho meses para el pago de la tasa anual de control permanente de firmas y productos 
veterinarios, con los recargos previstos por el Código Tributario. Esto se debe a que se hace un control 
por medio de funcionarios de Dilave —Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, Dirección General 
de Servicios Ganaderos— sobre un total de 897 comercios expendedores en el Uruguay. De esos 897, 
hay 371 que debe la tasa anual de control del año 2016. Para esos comercios se solicita esta facilidad 


de pago porque hay períodos en que hay dificultades para realizarlo y el servicio se sustenta en la 
recaudación que se hace mediante esta tasa. 


El artículo 59 tiene que ver con la facilidad de convenios de pago. Acá se establece un 
período un tanto mayor que refiere a la cancelación de los adeudos por tasas de registro y control 
permanente de productos veterinarios, pero hablamos de deudas correspondientes a los años 2014, 
2015 y 2016. En este caso, si no se produce el pago hay que darlos de baja del registro. Esa es la 
razón por la cual se solicita esta facilidad. 


SEÑOR MINISTRO.- Con respecto a los comentarios realizados por el señor senador Delgado quiero 
señalar que la Ley n.? 19300 modificó la ley anterior que reglamentaba el fondo de enfermedades 
prevalentes que se conocía como el fondo de la brucelosis bovina. Durante muchos años en este país 
se vacunó con la cepa 19 y se dejó de hacerlo en 1996 o 1997. Evidentemente no se hicieron los 
procedimientos de control o la vigilancia epidemiológica. Luego, cuando en 2003 se detectó 
nuevamente la presencia de esta enfermedad, según los reportes e informes estadísticos de la época 
la frecuencia con que aparecía era significativa; incluso, aumentaba el caso de personas afectadas por 
brucelosis bovina. Es así que se comienza una campaña contra la enfermedad: se inicia una etapa de 
seguimiento y vigilancia epidemiológica y, en el año 2005, como se puede observar en la lámina, se 
realizaban 215.000 serologías anuales. Hoy se hacen 2:392.000. Obviamente, el muestreo se hace 
sobre animales hembras y se aumentó muchísimo la presión para que se realizara este procedimiento 
en los años 2009 y 2010, sobre todo en los sangrados en frigorífico y en los predios. 


El procedimiento consistía en que cuando aparecía un animal positivo debía ser sacrificado y 
los productores recibían una indemnización con la que se pretendía compensar la diferencia entre el 
valor de mercado normal de ese animal y el valor que obtenían en un frigorífico. Se establecieron dos 
valores fictos: uno para ganado lechero y otro para ganado de carne; algo más de USD 400 en el 
primer caso y USD 173 para el ganado de carne. 


En la medida en que se definió una campaña de erradicación de la enfermedad, Uruguay ha 
llegado a la situación de detectar un positivo luego de 18.652 sangrados, a diferencia de lo que ocurría 
en 2010, cuando se detectaba un positivo en 5.595 sangrados. Esto es una clara muestra de que la 
prevalencia de la enfermedad ha ido disminuyendo. 


Si observamos la distribución de nuevos focos por año, nos encontramos con que, a 
diferencia de lo que pasaba en 2010 —año en que se detectaron 200 focos nuevos-, en 2015 se 
detectaron 100, mientras que al 31 de julio de 2016 se han detectado 38 focos. Este dato también es 
una clara muestra de que estamos dominando la enfermedad. 


Asimismo, se han reducido los focos activos por año. Esto es más problemático en las zonas 
inundables: dos años seguidos con inundaciones en la cuenca de la laguna Merín agravan esta 
situación. Cabe aclarar que la cantidad de focos activos es mayor en el sector de carnes, pues el 
lechero, por las características de su sistema de producción y control, ha podido revertir la situación. 


En cuanto a cómo se distribuyen los nuevos focos —esto es, si se detectan por un control de 
movimiento en frigorífico, por ejemplo, o por rastreo en tambo—, podemos decir —dato muy importante 
desde el punto de vista de la salud pública— que en el último año no han aparecido más casos de 
brucelosis bovina en seres humanos. Las zoonosis son importantes desde el punto de vista económico 
según la prevalencia. Una enfermedad que tiene una prevalencia del 0,018 % no tiene importancia 
económica, pero sí es relevante si se analiza en lo que respecta a la salud pública. 


Cuando se llega a esta situación, lo más costoso para un productor no es perder un animal 
positivo, sino enfrentar los costos de saneamiento del establecimiento. Atendiendo información 
científica nacional e internacional, la normativa establece que para levantar la interdicción de un 
establecimiento que es foco, como bien sabe el señor senador, se requiere dos sangrados sucesivos 
con resultados del 100 % de animales negativos y un período de cuatro meses entre uno y otro. Esto 
es biología, donde no hay 0 ni 100 %, sino que se habla de estadísticas. Entonces, puede ocurrir que 
un productor sangre 400 vacas y le dé todo negativo, pero si en el siguiente sangrado le aparece una, 


sigue interdictado porque no cumplió con los dos sangrados 100 % negativo. El costo de saneamiento 
de ese productor es mucho mayor que lo que pierde al enviar a frigorífico un animal que va a valer un 
60 % o un 70 % del precio normal. Es por esa razón que modificamos la ley n.* 19300, oportunidad en 
que también incluimos a la tuberculosis. Los casos de tuberculosis —que también es una zoonosis y 
tuvo un aumento significativo en los últimos tres o cuatro años, asociado a una intensificación de la 
producción lechera en los años 2012, 2013 y 2014— no han aparecido en animales de carne, sino en 
animales de leche, llevándonos a la decisión de incorporar la tuberculosis dentro de la misma ley y 
cambiar un sistema por el cual la indemnización a los productores se hacía mediante el complejo 
sistema de tasación. Por ejemplo, para indemnizar por tres vacas lecheras, o por treinta, se precisaba 
un tasador, un representante del productor y uno del ministerio, generándose un expediente 
administrativo para decir si la vaca valía USD 1.000, USD 1.100, USD 1.200 o USD 1.300. Ahora se 
elaboró un mecanismo por el cual el valor de los animales queda definido por el Instituto Nacional de la 
Leche, o por el Instituto Nacional de Carnes. De manera que cuando aparece un animal que es positivo 
y se sacrifica, se indemniza por el valor de tasación. Me parece que a lo que el senador Delgado hace 
referencia es a aquellas partes del animal que son descartadas por algún tipo de reacción. 


SEÑOR DELGADO.- O al animal entero. 


SEÑOR MINISTRO..- El animal entero será indemnizado en función de este procedimiento. Eso es lo 
que establece el mecanismo. No sé dónde está la dificultad que me plantea el senador Delgado, no la 
estoy entendiendo. Le agradecería si me la puede aclarar. 


SEÑOR DELGADO.- Pensé que había sido claro. Lo que estoy relatando acá, aprovechando esta 
discusión casi epidemiológica, sintiéndome más cómodo que hablando de la Constitución — 
seguramente el ministro también, aunque él en este caso quizá dio algunos pasos para atrás con 
relación a la formación que hemos tenido, por lo menos nosotros—, refiere fundamentalmente a la 
casuística que estamos viendo, cada vez con mayor frecuencia, de animales a los que se les han 
hecho los tests en los predios correspondientes, cuyo resultado es negativo y, por ende, son animales 
sanos. Sin embargo, cuando son enviados al frigorífico y la División Industria Animal los inspecciona, 
determina su decomiso porque entiende que están enfermos. Eso está pasando y esos animales no 
están imputados ni al valor que el frigorífico le da a la compra de un animal que supuestamente estaba 
sano, ni tampoco al fondo por el cual se hubiera pagado, de acuerdo con lo establecido en la ley, si el 
análisis en el predio hubiera dado positivo. Eso está pasando con mayor recurrencia y se lo trasmito 
porque me lo han planteado en algunas zonas que hemos visitado. Quizás habría que ajustar algunos 
mecanismos con la buena voluntad del ministerio y, además, con el sentido de que esta ley fue 
acompañada por todos, porque se aprobó por unanimidad, tanto la original como la de 2014, la 
n.* 19300. Me parece que ajustando esos mecanismos quizás podamos ser más justos o hacer justicia 
con aquellos a quienes les da negativo, pero terminan teniendo un falso negativo. 


SEÑOR MINISTRO.- Creo que no da para dialogarlo acá. No sé si es un problema de buena voluntad; 
me parece que es un problema de estadísticas. Cuando uno hace una refrendación de animales de 
tambo con una frecuencia anual —el señor senador lo sabe muy bien porque es veterinario—, tiene una 
refrendación vigente. Esto no está ocurriendo con animales de carne sino con lecheros, que se remiten 
a frigoríficos por distintas razones, mayoritariamente por problemas de patas, de sanidad o de baja 
productividad. Y puede ocurrir que se esté remitiendo un animal nueve meses después de haber hecho 
la refrendación, por lo que puede suceder. También habría que ver -porque se trata de estadísticas; acá 
no hay O ni 100 %- cuántas de esas situaciones hay en el total de los animales que se están 
remitiendo. 


SEÑOR MUZIO.- Entiendo que pueda haber varias situaciones que lleven a lo que señala el señor 
senador Delgado. Una de ellas es la alergia, que puede ser una enfermedad crónica y el animal ya no 
responde o, como dije, puede identificarse porque recientemente se le hizo un test de tuberculina pero 
cuando se repite da negativo. En ese caso tenemos que tener cuidado porque puede haber alguna 
intencionalidad; no estoy diciendo que siempre la haya, pero como es dinero de los productores, 
debemos tomar ciertas precauciones para que el ministerio sea justo con las situaciones. Tomando lo 
que dijo el señor senador Delgado, tendríamos que estudiar y ver qué incidencia está teniendo el 
decomiso total -que sería el caso al cual se está refiriendo- en el tema de los decomisos que se 
producen en el frigorífico. 


SEÑOR DELGADO.- No podemos dar una discusión epidemiológica porque aburriríamos al resto de 
los miembros de la comisión, pero seguramente el señor ministro esté pasando factura porque como 
veterinario tuve que hablar en la celebración de los cincuenta años del INIA, lo que para él fue casi un 
sacrilegio. 


De todas maneras, lo que estoy diciendo es fácilmente corroborable; si el doctor Muzio -que 
es director general de Servicios Ganaderos— toma nota, quizás con algunas pocas llamadas telefónicas 
y los datos estadísticos que pueda tener, más otros que le vayamos a alcanzar, y con alguna 
adecuación de la redacción, seguramente tengamos tiempo de mejorar el procedimiento antes de que 
finalice la consideración de la rendición de cuentas. No estamos hablando de un tema estadístico; sea 
uno o sean cincuenta, creo que es una injusticia que no se le pague al productor, sobre todo porque él 
es quien genera el fondo. 


SEÑOR MINISTRO.- Los recursos de los fondos de brucelosis y de tuberculosis regulados por la Ley 
n.” 19300 provienen de aportes de los productores y son administrados por comisiones integradas por 
ellos mismos. Los criterios técnicos que se utilizan no son exclusivamente los que define el ministerio, 
sino que son validados y compartidos con los representantes técnicos de las gremiales de productores. 
Justamente, en el día de ayer se reunió la Comisión Honoraria de Sanidad Animal, que lo hace en 
forma mensual. Acá no se trata solamente de un tema de no pagar; en realidad, lo que sucede es que 
se están cuidando, como buen padre de familia, los recursos que tienen que ser considerados en esa 
comisión. Creo que es bueno tener presente que los pagos son registrados y los cheques firmados por 
representantes de los productores, que son quienes administran. 


Entonces, como dije, no se trata de que estemos macheteando los recursos del ministerio 
sino de que, en coordinación con los representantes de las organizaciones de productores, estamos 
definiendo los criterios y cumpliendo con los roles administrativos. 


SEÑORA GABARD.- Buenas tardes para todos. 


El artículo 60 refiere al Registro Nacional Frutihortícola, que no es un registro más; sin ánimo 
de ser pretensiosa, diría que es «El Registro» —con mayúsculas— de la frutihorticultura. El saber qué, 
cómo, quiénes, dónde y cuándo se produce es una herramienta fundamental para la transparencia en 
el uso de los recursos; también tiene una fortaleza muy importante para una futura trazabilidad de 
estos rubros. Durante mucho tiempo fue muy demandado por el sector, con lo cual, en realidad, este 
registro vino como una respuesta a esa demanda, pero también como un elemento que se precisa en 
el ministerio para dar transparencia al uso de esos recursos. 


En la lámina se pueden apreciar algunos de los productos que salen del registro. Al estar la 
producción totalmente georreferenciada, cada color tiene su significado —por ejemplo, el amarillo 
representa la producción de peras— y cada padrón está identificado en los cuadros con los rubros que 
allí se producen. Y eso tiene que ver con la coexistencia entre lo urbano y lo productivo; la coexistencia 
entre una producción intensiva y extensiva, porque estamos hablando de vecinos. También creemos 
que es muy importante la coexistencia en la interna del predio, donde sabemos que la producción 
frutihortícola es fundamentalmente familiar; vale decir que la familia del productor coexiste con el medio 
productivo. De ahí que se haya incluido este artículo en el proyecto de ley. Además, tiene un carácter 
gratuito y obligatorio. Esto último tiene su base en que se precisa llegar al universo de las personas 
porque, de lo contrario, tendríamos una información parcial de quienes quieren anotarse y eso no sería 
el censo de la producción frutihortícola. Esto se puede hacer online, por lo que es de fácil acceso. En 
definitiva, creo que hemos resumido lo que conlleva este pretencioso Registro Nacional Frutihortícola. 


SEÑOR DELGADO.- Quiero dejar una constancia. En su momento, en la ley de presupuesto 
aprobamos —nos pareció una idea bien interesante— la creación de este registro, y lo hicimos en un 
marco donde se transformaba el fondo de la granja, sobre todo su financiamiento, ya que hasta ese 
momento se lo financiaba por medio del IVA a frutas, flores y hortalizas, fundamentalmente las 
importadas. En cambio, a partir de la ley de presupuesto se establece que el origen de su 
financiamiento es rentas generales. Es más, se estableció que a partir de 2016 se ¡iba a incrementar en 
$ 70:000.000. Quiero dejar esta constancia porque cuando en el día de ayer concurrieron los 
representantes del Ministerio de Economía y Finanzas nosotros les consultamos si estos $ 70:000.000, 


comprometidos para el fondo de la granja —que terminaba siendo de $ 350:000.000—, podían estar 
afectados por el abatimiento genérico que estaba haciendo dicha cartera. Había muchos rumores y 
temores sobre este tema, pero en el día de ayer nos expresaron que esa partida no estaba afectada 
por el recorte. 


SEÑOR AMORÍN.- Este artículo modifica el 280 votado en la ley de presupuesto el año pasado. 
Queremos saber el motivo de dicha modificación, cuál es la diferencia y la importancia de este artículo. 


SEÑORA GABARD.- En realidad, se modifica el último párrafo del artículo porque no corresponde con 
el sentido que pretendemos darle a este registro. Allí se fijaban dos momentos para ingresar al registro: 
uno en el año 2016 y otro en el 2017. Se decía que la inscripción debía realizarse antes del 1.* de 
enero de 2017 para quienes a la fecha de esa ley estuvieran en actividad, y en un plazo de 360 días 
para aquellos productores que iniciaran sus actividades luego del 1. de enero de 2016. Eso 
transformaba el registro en algo estático, cuando en realidad precisamos que sea dinámico y de 
actualización continua. Por eso, con la nueva redacción decimos que el Poder Ejecutivo reglamentará 
la oportunidad, forma y condiciones de la inscripción en el marco de lo dispuesto por este artículo. Hoy 
por hoy, la fruticultura ingresa una vez al año al registro, cuando se ratifica o rectifica lo que se declaró 
en el año anterior: por ejemplo, si hay nuevos montes o si se los arrancó. Por tanto, una vez al año el 
productor hace su declaración. Y en horticultura, por los ciclos productivos, hoy el productor ingresa en 
forma semestral. O sea que lo que pretendimos fue darle el carácter que realmente se pensó cuando 
se estableció el registro, es decir, que sea dinámico porque, de lo contrario, caducaría; sería un registro 
que rápidamente perdería vigencia. 


SEÑOR AMORÍN.- Nos está diciendo que, de acuerdo a la reglamentación, en algún momento van a 
ingresar no sabemos cuándo-., si es fruticultura, una vez al año, y si es horticultura, dos veces al año. 
Pero esto empezaría no sabemos cuándo. 


SEÑORA GABAROD.- En realidad, el registro está abierto desde el 9 de agosto y permanecerá abierto 
hasta el 9 de setiembre. Reitero: en este momento está abierta la inscripción. Aclaro también que el 
registro había iniciado una fase piloto el año pasado. O sea que hoy los fruticultores están actualizando 
su información y los horticultores la están ingresando. 


SEÑOR AMORÍN.- Con este nuevo artículo, aquella iniciativa que establecía la inscripción antes del 21 
de diciembre caducó. Hoy el productor granjero no tiene ninguna obligación de inscribirse hasta tanto 
salga la reglamentación. Es decir, hay una ley que decía que la inscripción debía realizarse antes del 
1.” de enero de 2017, pero ahora queda sin efecto. Ya no tienen que inscribirse antes del 1.” de enero 
de 2017 porque ese inciso queda sin efecto al sustituirse el artículo 280. O sea, no hay que inscribirse. 
Cuando el ministerio elabore la reglamentación —que será obviamente el año que viene porque esta ley 
será promulgada en el mes de diciembre—, tendrá que informar al productor granjero, con tiempo 
suficiente, a partir de cuándo se debe inscribir. Esto es un cambio. 


SEÑORA GABARD.- En realidad, en la interna y a los efectos del ministerio, cuando el año pasado 
abrimos este registro lo consideramos obligatorio. Esa potestad la podemos tener y decimos que es 
obligatorio para cualquier productor que se presente a recibir beneficios del Fondo de Fomento de la 
Granja; sin embargo, no es obligatorio por ley aún. Es así: hoy no es obligatorio por ley. 


El Fondo de Fomento de la Granja subsidia primas de seguro, programas de manejo 
regional de plagas y exportación. Las condiciones que se imponen son las que se prevén en la interna 
de la Dirección General de la Granja y del ministerio. Por ejemplo, si se va a apoyar una plantación, se 
le exige al productor que esté asegurado, aunque esa no es una obligación impuesta por ley. Nadie 
puede obligar a gestionar seguros, a gestionar riesgo, pero son las condiciones y las reglas de juego 
para acceder a beneficios, hoy por hoy, dentro del ministerio. 


SEÑOR AMORÍN.- En realidad, para los casos actuales ni este artículo nuevo sustitutivo, ni el 
anterior, tienen sentido. El ministerio dice que si se quiere hacer uso de este fondo una de las 
condiciones es inscribirse y explicar qué se está haciendo. Para eso no se necesita ley. Eso lo decide 
el ministerio. 


Esto es otra cosa; es para que sea obligatorio. Lo que quiero decir es que no será 
obligatorio inscribirse antes del 1. de enero de 2017, sino que surgirá de lo que diga la 
reglamentación. Es un cambio. 


SEÑORA GABARD..- Así es. 


SEÑOR MINISTRO.- Quiero hacer un par de comentarios con respecto al tema planteado, porque 
dicho esto en frío parece un trámite burocrático más. 


El señor senador Delgado hacía referencia al Fondo de Fomento de la Granja, que está 
presupuestariamente en $ 350:000.000 y que se destina a apoyar a los productores u organizaciones 
de productores en distintos tipos de actividades. Para eso los registros son importantes. 


Cuando el 23 de enero de 2013 tuvimos una granizada que diezmó los montes frutales de 
hoja caduca —sobre todo en Montevideo y Canelones—, salimos a asistir esa situación de emergencia 
con el Fondo Agropecuario de Emergencias. Desde la ley de creación del fondo de la granja, en 2002, 
para atender también una situación de emergencia, y luego el endeudamiento —fue modificada en el 
año 2011-—, se habla de propender a la cultura del seguro. Sin embargo, al 23 de enero de 2013 
teníamos el 17 % de la superficie cubierta por seguro contra granizo. A partir de ese momento 
definimos claramente dos cosas: por un lado, comunicamos con toda claridad que sería la última vez 
que atenderíamos algo que pudiera estar cubierto por el seguro y, por otro, generamos una política 
asimétrica y diferenciada para los distintos tamaños de productores, de subsidio a las primas de la 
compañía de seguros para granizo. Al día de hoy tenemos entre el 85 % y el 87 % de la superficie 
cubierta por seguro. Como se recordará, el año pasado ocurrió un fenómeno que afectó a 120 
productores en la zona de Canelones en el límite con Montevideo y el teléfono del ministro no sonó. 
¿Por qué no sonó? Porque hay una transferencia de riesgo hacia una entidad especializada, que es 
una compañía de seguros. Corresponde señalar que para administrar todo aquello en lo que hay una 
transferencia de recursos, es importante tener un registro actualizado; de lo contrario, estaríamos 
subsidiando cosas que pueden no tener sentido. 


La mayor parte de la producción de frutales de hoja caduca en el Uruguay se encuentra en 
quintas; diría que en muchas zonas rurales, pero también suburbanas. La coexistencia o la convivencia 
entre la actividad productiva con agroquímicos asociados en zonas donde vive gente es un problema 
que nos desafiará de aquí en adelante permanentemente. Por fortuna nuestro país, a través del INIA, 
la Facultad de Agronomía y el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, se desarrolló una técnica 
de control de los gusanos, de todos esos gusanitos que no nos gusta encontrar en la manzana, en la 
pera o en el durazno, que son larvas de mariposas. Concretamente, se generó una tecnología de 
confusión sexual entre la mariposa macho y la hembra que nos ha permitido bajar a la tercera parte las 
aplicaciones de productos químicos. El 87 % de los predios que están georreferenciados participan de 
un programa de monitoreo permanente de liberación de feromonas para confundir a los adultos. La 
resultancia de esto es que el consumo de nuestras frutas tiene una carga de agroquímicos mucho más 
baja que la que tenía. 


Por supuesto que llevar adelante ese tipo de metodologías requiere de una actualización 
permanente de información y este registro es la base para el monitoreo que se realiza durante la 
temporada de producción de frutas. Solamente cité dos ejemplos, como la atención de la emergencia o 
la prevención inteligente de una plaga, pero podría dar muchos más. 


En el Uruguay nos tenemos que acostumbrar a que buena parte de lo que en materia de 
alimentos se conoce como calidad no tiene que ver con los aspectos organolépticos de un producto, 
sino con las condiciones del proceso de producción; esto es, la seguridad y las certezas que quienes 
producen y certifican les dan a quienes consumen. Ese es un atributo de calidad muy importante y ello, 
sin sistemas de información, no se puede hacer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la consideración del articulado. 


SEÑOR MINISTRO.- Para abordar los artículos 61 y 62 pediría se le conceda la palabra al ingeniero 
Federico Montes, director de la Dirección General de Servicios Agrícolas. 


SEÑOR MONTES.- Esta tasa unifica serie de tasas ya existentes en la importación de fertilizantes. 
Como verán, en el cuadro se detallan los montos que se recaudaban desde 2012 y los montos que se 
están recaudando en 2016. Simplemente quisiera recalcar que esta tasa ya existía, pero ahora se 
unifica y se pasa a unidades indexadas. Además, me gustaría aclarar que esta tasa es por la unidad de 
importación, es decir que puede tratarse de quinientas o mil toneladas, pero la tasa grava la unidad de 
importación. 


Con respecto a este artículo es cuanto tengo para aportar. 


SEÑOR DELGADO.- Obviamente es una tasa que existe porque aquí figura la recaudación del año 
2002. Por lo tanto, la primera pregunta que voy a hacer es obligada porque el artículo comienza 
diciendo: «Créase una tasa», cuando en realidad existe desde 2002. 


En segundo lugar, me gustaría saber si con estos valores aumenta la tasa y, de ser así, 
cuánto se aumentaría con respecto a lo que está vigente o si, simplemente, se le pondría el 
equivalente en distinta moneda. 


Por otro lado, en todo este tipo de tasas es difícil ver la contraprestación y termina pagándola 
el productor. En la parte final del artículo, tal como viene aprobado de la Cámara de Representantes, 
se incluye una aclaración que dice: «La tasa será de aplicación por trámite de importación, 
independientemente del volumen de la misma». Queda claro que esto tiene un efecto y es que las 
empresas que importen, por ejemplo, dos contenedores tendrán un costo que será igual al que tendrá 
aquel que importe un barco entero de fertilizantes. Esto terminará coadyuvando —no sé cuánto incide 
en el costo final del fertilizante— a las empresas más grandes en lo que respecta a la importación de 
fertilizantes. Por eso queremos saber cuál es la incidencia, cuál es la relación con la imposición actual 
de la tasa al valor de hoy, cómo se aplicaría y cuáles son los destinos, más allá de que está previsto 
que vaya a la Dirección General de Servicios Agrícolas. 


SEÑOR BORDABERRY.- En el mismo sentido, tengo una duda jurídica. En primer lugar, estoy de 
acuerdo con lo que señaló el señor senador Delgado porque si la tasa ya existe y estamos creando una 
nueva, me pregunto si no deberíamos derogar la anterior o sustituirla. Creamos, pero no veo la 
referencia a las tasas anteriores; si se está creando algo nuevo y la tasa ya existía, deberíamos 
suprimir la anterior. 


Por otra parte hay información que necesitamos que nos envíen, aunque sea en otro 
momento, pero es muy importante. El artículo 12 del Código Tributario define a la tasa y señala: 
«Artículo 12.- (Tasa).- Tasa es el tributo cuyo presupuesto de hecho se caracteriza por una actividad 
jurídica específica del Estado hacia el contribuyente», y eso parece estar. ¿Cuál es la actividad? 
Parecería ser el contralor de importación de fertilizantes. 


El artículo continúa: «su producto no debe tener un destino ajeno al servicio público 
correspondiente». Acá estamos diciendo que la unidad ejecutora 004, «Dirección General de Servicios 
Agrícolas», recauda, pero no dice a qué se destina el dinero. Tal vez habría que corregirlo. 


Después dice: «y guardará una razonable equivalencia con las necesidades del mismo». 
Aquí viene la solicitud, porque lo que necesitamos saber es el costo de este servicio jurídico de 
contralor de importación de fertilizantes para ver si esta tasa que están creando guarda una razonable 
equivalencia. De no ser así sería un impuesto y no una tasa, pasible de inconstitucionalidad. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MONTES.- La primera aclaración que debo hacer es que al transformarse en unidades 
indexadas, esta tasa es el equivalente, por lo que no aumenta ni disminuye; simplemente es el 


equivalente a lo que ya se cobraba en pesos. 


Por otra parte, es cierta la aclaración de que el trámite de la importación es independiente de 
su volumen. Se trata de una indicación que se estableció en la Cámara de Representantes y apunta, 
simplemente, a reforzar lo que se estaba cobrando que era independiente a cada volumen. El servicio 
que se destina para esa importación es exactamente el mismo. Eso tiende a facilitar algunos trámites 
del importador que, de pronto, viene con cuatro camiones de fertilizante y para no tener que estar 
haciéndolo para cada uno, se hace por el total y va pasando de a uno. De esta forma se facilita y 
agiliza el trámite. 


SEÑOR BORDABERRY.- No respondió las preguntas que formulamos, en especial al hecho de que si 
esta tasa está sustituyendo a otras, ¿qué sucede con las anteriores? ¿Se derogan? Consultamos 
porque el artículo alude a que se crea una nueva tasa. 


De pronto no nos hicimos entender debidamente. 


Por otra parte, queremos saber si nos pueden hacer llegar información acerca del costo del 
servicio que se brinda para ver si esta recaudación en unidades indexadas guarda una razonable 
proporción. Con la tasa, la ley no permite que se recaude, que se generen más ingresos que aquellos 
para los cuales se destina. Consultamos con el fin de estar seguros de lo que votamos. 


SEÑOR MONTES.- Esta tasa unifica otras anteriores como, por ejemplo, una que era simplemente por 
trámites de ingreso. Asimismo, existe otra tasa que resulta importante y remite a análisis de laboratorio 
de los fertilizantes. Este es un ingrediente importante para la cartera porque nos permite establecer 
lineamientos de análisis y de diagnóstico en algunos puntos que nos parecen estratégicos en la 
importación de fertilizantes en cuanto a su pureza y ciertos contenidos. Podemos hacerles llegar la 
información con respecto a la tasa específica concerniente a laboratorios sobre cuánto valen algunos 
análisis que estamos realizando y que justifican un poco esta tasa. Estamos hablando de análisis 
bastantes costosos que refieren a la parte de metales pesados, donde estamos haciendo mayor 
énfasis en el área de los fertilizantes. 


SEÑOR BORDABERRY.- Tomamos nota y aguardamos la información. A su vez, sugerimos que nos 
hagan llegar la derogación de las tasas anteriores o que se diga: «Sustitúyese las tasas tales y tales 
por estas tasas», para no hacer una duplicación de tasas porque, de lo contrario, van a estar en 
omisión por no cobrar las anteriores y crear una nueva, cuando seguramente no es eso lo que desean. 


SEÑOR MINISTRO.- El objeto de la norma propuesta no es el de agregar un costo sino sustituir con 
una cantidad equivalente eliminando el trámite de ajuste que permanentemente tenemos que hacer. 


Con respecto a la pregunta que formulaba el señor senador Delgado, debo decir que 500 
unidades indexadas equivalen a $ 1708. Esta es la tasa para fertilizantes mono elementos; por ejemplo 
la urea que solo tiene nitrógeno o el cloruro de potasio que solo tiene potasio. Y $ 5538 equivalentes, 
en el otro extremo, para los fertilizantes que son triples, o sea, NPK, nitrógeno, fósforo y potasio. No 
hay prácticamente importaciones de a uno o dos contenedores de este tipo de elementos. Uruguay 
importa 280.000 toneladas de fertilizantes y el buque promedio que llega al país es de 20.000 a 25.000 
toneladas. 


Por lo tanto, el costo del análisis del cual estoy hablando, digamos de la urea, que son USD 
285, con la cotización del dólar al día de hoy de $ 29,50, 25.000 toneladas equivalen a $ 215:000.000. 
O sea, estoy cobrando $ 1.700 por un análisis. 


Podría ocurrir que algún producto muy especializado se pudiera importar en cantidades 
menores, pero los valores de esos productos son significativamente mayores. 


De todas maneras, estamos en condiciones de remitir la información que fue solicitada. No 
creo que esto tenga ningún impacto; es totalmente residual en el impacto sobre el costo de los insumos 


a la producción. 


Para el artículo siguiente, con la autorización del señor presidente cedo la palabra al señor 
Montes. 


SEÑOR MONTES.- El artículo 62 apunta a levantar una restricción que existe en la fruticultura con 
respecto a la temática de arrendamientos. 


Hasta el momento, los arrendamientos en fruticultura son posibles hasta los 15 años. 
Entonces, con esto tratamos de levantar esa restricción y llevar a 30 años esa posibilidad de 
arrendamiento, como existe hoy en la forestación. De esta manera, nosotros respetamos la biología del 
cultivo. Cualquier árbol frutal, dependiendo de la especie, puede demorar entre 5 u 8 años en tener su 
primera producción comercial. O sea que cuando llegue a los 15 años, recién está entrando en 
producción. De esa manera, a los 30 años damos la posibilidad de que exista este tipo de 
arrendamiento o esta modalidad que desarrolle la producción frutícola del país. 


SEÑOR DELGADO.- Es una buena medida. 


SEÑOR MINISTRO.- Para la consideración del siguiente artículo, con la autorización del señor 
presidente cedo la palabra a la escribana Riera. 


SEÑORA RIERA.- Este artículo 63 nos faculta —si es aprobado-— a que todas las tasas, precios y tarifas 
del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca que hoy están en pesos —y eso implica que haya que 
actualizarlas cada tantos meses; es un proceso engorroso—, puedan ser fijadas en unidades indexadas 
y que se actualicen dos veces al año, en enero y en julio. Es decir, se ve el valor de la unidad indexada 
y queda fijo. 


Es solamente para mejorar los trámites, porque es muy engorroso hacer las actualizaciones 
de las tasas en pesos. Es nada más que eso. O sea, el artículo es muy sencillo. 


SEÑOR BORDABERRY.- Está comprendido el objetivo y lo compartimos cien por cien, pero me llama 
la atención cómo fue redactado. 


Dice: «Facúltase al Inciso 07 "Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca" a fijar todas las 
tasas, tarifas, precios y multas establecidas en pesos, en unidades indexadas (Ul)». En realidad, las 
tasas no son fijadas por el ministerio, sino por ley. Al ser una facultad, podrá fijar algunas tasas y 
precios en pesos y otros en unidades indexadas. 


No sé si la intención es incluir todo, como se ha dicho recién, o dejar alguno afuera. Si así 
fuera, de pronto para mejorar la redacción deberíamos cambiar el «Facúltase» por una redacción en la 
que se diga «Fíjese» O algo así. De lo contrario, quizás estemos jugando en el límite de la 
constitucionalidad, porque la ley y la Constitución dicen que solo la ley puede crear tributos, 
modificarlos o suprimirlos. Al incluir las tasas —que son un tributo— estaríamos ahí al borde. 


Si van a ir todos, creo que podríamos darle una redacción para que vayan todos y que no 
sea una mera facultad del ministerio. 


Gracias. 


SEÑORA RIERA.- Si el señor senador quiere proponer el cambio de redacción, no hay ningún 
inconveniente. Ahora bien, nosotros no estamos fijando los montos sino pidiendo que nos autoricen a 
pasar los montos que hoy tenemos en pesos —que están fijados por ley como corresponde y no por el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca— a Ul. Pero si queda más claro el artículo desde el punto 
de vista de ustedes y en vez de «Facúltese» se diga «Fíjese», no creo que haya ningún inconveniente. 
El espíritu del artículo está clarísimo y creo que no estamos vulnerando ningún principio constitucional. 


Gracias. 


SEÑOR BORDABERRY.- Sé que no lo estamos fijando acá sino facultando -de acuerdo a la 
redacción- al ministerio a fijarlo. Obviamente, su trabajo es ocuparse de esas cosas, pero el mío es 
que la ley esté bien redactada. En síntesis, compartimos el objetivo y propondremos una redacción 
alternativa. 


SEÑORA RIERA.- La idea es pasar de pesos a Ul todas las tarifas y precios del ministerio por lo que 
estamos en la misma sintonía; no hay ningún inconveniente y se agradece la voluntad de que quede 
claro este artículo. 


SEÑOR MINISTRO..- Me gustaría ceder el uso de la palabra al ingeniero Tambler para hacer referencia 
a los dos artículos siguientes. 


SEÑOR TAMBLER.- Voy a referirme a los artículos 64 y 65 que presentan algunos cambios a la 
normativa vigente del Fondo de Financiamiento y Recomposición de la Actividad Arrocera. 


Consideramos necesario hacer algunas modificaciones porque estamos en vísperas de la 
puesta en funcionamiento del cuarto fondo de financiamiento, a pedido de la gremial de productores y 
la gremial de molinos arroceros, que atiende una situación relativamente complicada en el sector. Este 
ha sido un instrumento crediticio que ha tenido muy buena recepción en el sector y, además, ha 
permitido salir de situaciones incluso bastante más complicadas de la que nos encontramos ahora. 


El artículo 64 sustituye el artículo 1.2 de la ley que crea este fondo y realiza tres 
modificaciones. El primer cambio es que las deudas que se contemplen en la próxima distribución de 
fondos sean exclusivamente aquellas originadas por los productores en la actividad arrocera. Aquí 
quiero detenerme en la siguiente cuestión. El proyecto de ley que vino de la Cámara de 
Representantes dice: «a) Cancelar deudas de productores exclusivamente en la actividad productiva 
arrocera » y nosotros habíamos puesto: «a) Cancelar deudas de productores originadas 
exclusivamente en la actividad productiva arrocera». Si bien pueden parecer lo mismo estas dos 
redacciones, nos parece mucho más clara mantener el vocablo «originadas» por lo siguiente. 
Queremos que quede claro que este es un fondo que funciona de forma solidaria, esto es, los 
productores asumen un endeudamiento y comprometen el pago en adelante a través de un porcentaje 
de las exportaciones y el objeto es fortalecer y mantener el sector en su conjunto. Las deudas que se 
van a pagar con la retención deberían ser generadas exclusivamente en la actividad arrocera de forma 
de evitar que se estén pagando deudas que no vienen de ese giro. En ese sentido, hemos presentado 
a la mesa un artículo sustitutivo que simplemente vuelve a agregar la palabra «originadas». 


La segunda modificación que hicimos es la siguiente. La redacción original de la ley que se 
había votado en el año 2003 consideraba solamente deudas contraídas con el Banco de la República 
Oriental del Uruguay. Nosotros mantenemos esa decisión, pero también incluimos las deudas con otros 
bancos que participen en el financiamiento. Por el monto que se va a emitir, va a ser necesario que 
otros bancos, aparte del Banco de la República, participen en el financiamiento. Por lo tanto, es 
importantísimo considerar que estos bancos que participan puedan hacerse de las deudas que tienen 
los productores; de lo contrario, no será posible encontrar otros bancos que estén dispuestos a 
participar en este nuevo fideicomiso. 


El tercer cambio, tiene que ver con el monto de la emisión. El primer fondo del año 2003 
permitía tomar deudas por hasta USD 35 millones, después se subió USD 40 millones y ahora es de 
USD 80 millones. 


El siguiente artículo, muy vinculado al anterior, también contiene un cambio. En esta 
disposición se establece que a solicitud de los propios beneficiarios, que serán los productores 
arroceros, el Poder Ejecutivo tendrá la potestad de disponer un máximo de un 20% de libre 
disponibilidad. De acuerdo con esto, el productor recibe un adelanto que luego pagará en la medida en 
que se exporte la producción de arroz. La norma establecía que este financiamiento debería ser 
destinado al pago de deudas contraídas con bancos —en este caso, el Banco de la República pero 


también otros que participen en la operativa— y los molinos arroceros. Puede ocurrir que a aquellos 
productores que tengan un fuerte endeudamiento no les quede dinero de libre disponibilidad para 
atender otras necesidades. Dicho de otro modo, no todo el endeudamiento de los productores es con 
bancos o con los molinos, sino que puede estar relacionado con otros servicios de la actividad 
productiva e incluso con el diario vivir. Por eso se establece un monto de hasta un 20% de libre 
disponibilidad, para que el productor disponga de ese dinero. Esto fue solicitado por los propios 
arroceros y las gremiales de la industria que han participado en el diseño del próximo fondo. 


Quedamos a las órdenes para responder las preguntas de los señores senadores. 


SEÑOR DELGADO.- Esta propuesta cambia —quizás sea para mejorar— un mecanismo que, en mi 
opinión, fue exitoso —dicho por todas las partes—, y que se aplicó primero en el sector arrocero y luego 
en la actividad lechera. 


Queremos hacer algunas preguntas vinculadas a la redacción. 


El tema de la primera pregunta fue mencionado por el ingeniero Tambler cuando hizo 
referencia a que prefería la redacción original, En el texto original, se habla de «originadas en la 
actividad productiva». No se dan demasiados detalles, no entra en una acepción más amplia. 
Obviamente, el ministerio cuando propuso este proyecto tuvo la intención de que esto fuera en 
particular para las deudas originadas en la actividad arrocera y no en la actividad productiva, en su 
sentido más amplio, pero esto no está contemplado en la modificación introducida en la Cámara de 
Representantes. Por lo menos, el ingeniero Tambler hacía referencia a que prefería la redacción 
original, si no entendí mal. 


La pregunta es por qué la restricción cuando en realidad, incluso originalmente, la disposición 
era un poco más amplia. 


La segunda pregunta tiene que ver con las instituciones con las que se cancelan las deudas. 
Originalmente estaban vinculadas a empresas industrializadoras y/o exportadoras y al Banco de la 
República. En este caso, se abre un abanico más amplio, lo que me parece sano, positivo y realista, 
pero no entiendo por qué se establece que sea la reglamentación la que determine cuáles sí y cuáles 
no. Me parece que de este modo, no se estaría aplicando un sentido más amplio, pues las deudas 
serían aquellas directamente vinculadas al financiamiento de la operativa arrocera, a lo que se agrega 
que la reglamentación determinará cuáles estarían incluidas y cuáles no. 


Con relación a la tercera pregunta —lo que acá también se aumenta, obviamente, es el tope, 
hasta donde se permite utilizar el fondo, que pasa de USD 40 millones a USD 80 millones-, al final, 
pasando ese párrafo, la Cámara de Representantes hace un agregado que, en realidad, no lo entiendo 
e iba a pedir que me lo explicaran; también quisiera saber si ustedes lo comparten. Me refiero a la 
parte que dice: «Este artículo tendrá vigencia a partir de la promulgación de la presente ley». Quizá la 
visión biológica que tenemos del derecho no nos permite ver cuál es el sentido de poner este artículo. 
Todos los artículos van a entrar en vigencia... 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Entran en vigencia a partir del 1.* de enero. 

SEÑORA PAYSSÉ.- Y estos inmediatamente. 

SEÑOR DELGADO.- El 1.? de enero empieza la rendición de cuentas. 

SEÑORA TOPOLANSKY.- Pero ese artículo entra en vigencia de inmediato. 

SEÑOR DELGADO.- Correcto. Vieron por qué hay que estudiar derecho y no veterinaria. 


(Dialogados). 


SEÑORA PAYSSÉ.- Hay muchos artículos que vienen así. 


SEÑOR DELGADO.- Entonces, pregunto cuál es el sentido de esta inclusión: si es voluntad del Poder 
Ejecutivo que entre en vigencia con la rendición de cuentas in totum el 1. de enero, o tenía una 
intención expresa de que entre en vigencia antes, cuando esté promulgada la ley. Estamos hablando 
de días de diferencia, porque recordemos que la ley de presupuesto se promulgó creo que el 15 o el 19 
de diciembre. No sé cuál es el sentido. 


Por último, quisiera preguntarles sobre el porcentaje de libre disponibilidad. El Poder 
Ejecutivo, o por lo menos el ingeniero Tambler se refería a un máximo de libre disponibilidad. Quisiera 
saber cuál es la fundamentación de ese 20 %. 


SEÑOR TAMBLER.- Vamos por partes. 


La ley original —hablando acerca de qué tipo de deudas van a ser atendidas— hablaba de 
cancelar deudas de productores arroceros con el Banco de la República Oriental del Uruguay y con las 
empresas industrializadoras. Nosotros acá quisimos acotar, porque deudas de productores arroceros 
se pueden originar en el arroz, en la producción de soja, en la ganadera, en la agricultura de secano o 
en cualquier otra cosa. Nosotros quisimos acotarlo, básicamente por lo que explicaba hoy, por la 
solidaridad del sector. Lo que queremos dejar establecido acá es lo que ellos quieren defender; son los 
que lo proponen en el entendido de que hay que salvar al sector ín totum, en su conjunto. Tenemos que 
considerar las deudas originarias en el sector arrocero porque van a ser las exportaciones de arroz las 
que las van a pagar. Para acotar más la redacción que la ley original traía, la n.* 17663 —que decía 
«deudas de productores arroceros»—, propusimos «deudas de productores originadas exclusivamente 
en la actividad productiva arrocera», acotándolo a eso. Cuando llegue el momento de pagar, cuando el 
banco reciba el dinero y se lo vaya a entregar al productor, le va a descontar las deudas que tenga 
vinculadas con el arroz: la cosechadora de arroz, el cultivo del arroz y todas las actividades que tengan 
que ver exclusivamente con el arroz. No se va a volver al caso de cuestiones que no tuvieron mucho o 
poco que ver con eso. 


Nosotros no logramos entender claramente cómo queda y qué estaría quedando de la 
redacción que sale de la Cámara de Representantes, sacando solamente la palabra «originadas». Es 
por eso que, incluso, pensamos que puede ser un error cuando se habla de cancelar deudas de 
productores exclusivamente en la actividad productiva arrocera. Hoy alguien preguntó, en una reunión 
que teníamos, si un productor que no fuera exclusivamente arrocero, por ejemplo, un productor 
arrocero-ganadero, no podría quedar eventualmente afuera. Y alguien dijo: «Podría». Entonces, vamos 
a volver a poner «originadas», así lo dejamos mucho más claro. 


SEÑOR BORDABERRY.- Entiendo y comparto el objetivo. Si uno va a financiar un fondo con ingresos 
derivados del sector arrocero, es lógico que vaya para la actividad arrocera. Lo que se me hace difícil 
comprender es cómo se va a determinar cuáles son las deudas originadas exclusivamente en la 
actividad productiva arrocera. Un productor pudo haber declarado en el banco que realiza actividad 
agropecuaria y dedicarse al arroz, a la ganadería o a la agricultura de secano; de hecho sabemos que 
lo hacen y que no hay exclusividad en ese rubro. Entonces, ¿cómo se llega a la determinación de que 
la deuda fue originada exclusivamente en esa actividad? El peligro de esto es que le digan al productor 
que hace otras cosas y que, por ende, la deuda no es originada exclusivamente en ese sector. ¿Cómo 
van a hacer para determinarlo? Creo que esto puede dar lugar a situaciones injustas. 


SEÑOR TAMBLER.- Interpreto que, ante la duda, podrá resolverse fácilmente. En general, los 
ejecutivos del banco saben exactamente la actividad a la que se dedica el productor, y ellos son, en 
definitiva, quienes deciden y negocian con el productor cuál deuda le van a refinanciar mediante el 
fondo y cuál no. Lo que estamos haciendo con esto es ofreciendo alguna normativa como para que 
mejore la discusión entre el ejecutivo del banco y el productor. En lo personal, entiendo lo que plantea 
el señor senador; hay casos en los que va a ser difícil decidir cómo repartir. 


En general, hasta ahora ha funcionado sin mayores dificultades a ese nivel, y este ya es el 
cuarto fondo. No vemos que esta propuesta de redacción vaya a generar algún inconveniente; es más, 


ya hemos conversado con los molineros, con los productores y con el Banco República, y todos 
estamos de acuerdo en qué es lo que se va a financiar. Por supuesto que va a haber puntos grises, 
que probablemente terminen saldándose en la discusión que se dé en el escritorio entre el gerente del 
banco y el productor, pero no vemos que esto vaya a generar alguna dificultad de magnitud. 


Con respecto a los bancos, creo que se había planteado la duda de por qué no se nombran. 
SEÑOR DELGADO.- La pregunta es ¿por qué se establece que la reglamentación lo determinará? 


SEÑOR TAMBLER.- Por la sencilla razón de que todavía no sabemos cuáles van a ser los bancos que 
van a participar en la operativa. Lo que sí sabemos es que se va a hacer un fideicomiso privado en el 
cual el Banco República va a aportar una buena parte del dinero, pero no todo, debido a que el Banco 
Central no le permite poner más de un cierto porcentaje de su patrimonio. Además, vamos a salir a 
conversar con otros bancos privados de plaza —obviamente, no voy a nombrarlos— que también quieren 
participar, y cuando sepamos cuáles son, la reglamentación incluirá sus nombres. Si un banco A —por 
poner un ejemplo— va a participar en el negocio poniendo plata en el fideicomiso, también va a tratar de 
negociar sus deudas con los productores. No los pusimos ahora simplemente por ese motivo. También 
nos parecía que si incluíamos al banco A, B o C en el texto de la ley, dentro de unos años, cuando se 
generaran otros fondos, habría que modificar el artículo. Muchas veces en estos casos pensamos en 
una redacción que permita mantener el instrumento para no tener que estar modificándolo cada vez 
que se produzca una emisión. Si se pudiera establecer una norma que no requiriera cambios —siempre 
hay que hacerlos a las apuradas-, sería mejor. 


El motivo para no incluirlos fue ese: hoy no sabemos cuáles van a ser los bancos que 
participarán en la operativa; es bastante seguro que algunos lo hagan, pero los vamos a tener que 
incluir luego en el decreto. 


En cuanto a la vigencia, en realidad es exactamente así y fue una propuesta del ministerio. 
Cuando concurrimos a la Cámara de Representantes les hicimos ver que nos habíamos dado cuenta 
de que queríamos tener el artículo vigente antes del 1.2 de enero de 2017. Por tal motivo les 
solicitamos que incluyeran que el artículo iba a entrar en vigencia a partir de la aprobación de la ley. De 
esa forma tendremos uno o dos meses, que nos van a venir muy bien para ponerlo operativo. 


SEÑOR BORDABERRY.- Vamos a proponer un cambio en la primera oración del artículo porque, en 
realidad, lo que hizo el artículo 166 de la Ley n.” 19149 fue modificar el inciso segundo del artículo 1.2 
de la ley anterior; o sea que no se sustituyó todo el artículo. Es solamente un tema de redacción. La 
Ley n.2 19149 no modificó todo el artículo, sino su último inciso. 


Por otra parte, vamos a solicitar que se elimine la palabra «exclusivamente» y que se diga 
solamente: «cancelar deudas de productores originadas en la actividad productiva arrocera» porque, 
de esa forma, vamos a ayudar a que esto funcione mejor en la práctica. 


SEÑOR DELGADO.- Quedó pendiente una respuesta sobre el tema del 20 % como máximo de libre 
disponibilidad que podrá establecer el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR TAMBLER.- Pido disculpas porque omití hacer referencia a ese tema. 


En realidad, con esto respondemos simplemente a lo solicitado por los productores de la 
Asociación de Cultivadores de Arroz. En la reunión que mantuvimos en el ministerio, donde también 
estuvo la gremial de molinos arroceros, pidieron que hubiera un mínimo de un 20 % de libre 
disponibilidad. Eso nos pareció razonable teniendo en cuenta que no todo el endeudamiento que tienen 
los productores es con los bancos y con los molinos. Entonces, creemos que un 20 % es algo 
razonable; de hecho, no hay ningún cálculo técnico atrás ni nada que se le parezca, sino que 
simplemente fue la demanda de los productores a través de la Asociación de Cultivadores de Arroz. 


SEÑOR MINISTRO.- Pasamos al artículo 49. Aquí se autoriza al Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca a enajenar —decía la redacción original; en la Cámara de Representantes se agregó «por 
subasta pública»— una fracción de hasta ocho hectáreas de un predio ubicado en la zona rural del 
departamento de Montevideo. 


En la lámina que se está exhibiendo pueden observar el frente del Dilave. Se ve la rotonda 
de acceso a la perimetral y la edificación de ladrillos, que es donde está centralizada toda la unidad 
ejecutora 5, Dirección General de los Servicios Ganaderos. Todo lo que estaba en el edificio de la calle 
Constituyente pasó para allá. Allí están los laboratorios y los programas de vigilancia. Visto de arriba, 
vemos la rotonda de acceso a la perimetral y un drenaje. Y hay un predio en la esquina y otra área 
importante hacia Montevideo, hacia la margen izquierda. Hace unos meses el Club Atlético Peñarol 
realizó algunos planteos de carácter informal —posteriormente formalizados con una solicitud de 
comodato— para generar el estacionamiento de su estadio. Obviamente no podemos hacer un 
comodato cuando hay fines de lucro y, por lo tanto, generamos automáticamente un procedimiento 
para que, si esto se realiza, sea al mejor postor o por licitación. 


Se trata de una zona que ha tenido un desarrollo logístico muy importante en los últimos años. 
Recordemos que esta fracción está al otro lado de la ruta 102, donde se encuentra la estación Ancap y 
un predio de la Universidad de la República, concretamente de la Facultad de Veterinaria, que quizás 
algún día se mude para ese lugar. 


Entendemos que un país de las características del Uruguay debe desarrollar un polo 
científico-tecnológico de la ciencia veterinaria y estamos centralizando allí todos los servicios. Nuestro 
objetivo es que en la margen izquierda —hacia Montevideo— se construyan las sedes centrales del resto 
de los institutos públicos no estatales. Actualmente algunos tienen un apartamento alquilado o una 
casa de altísimo valor en la plaza Matriz. Estamos hablando de centralizar ahí el INAC, la sede del 
INIA, y muy probablemente en el proceso de articulación institucional para la transferencia de 
tecnología, tal vez algún día llevemos la sede central del Plan Agropecuario. Aclaro que esto no es para 
que vuelvan a ser parte del ministerio —ese fue un proceso de especialización funcional que se dio en 
las décadas de los ochenta y de los noventa—, sino para que físicamente actúen en coordinación. 


Este artículo faculta al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca a enajenar ese predio 
con el mejor valor posible y disponer de esos recursos para la construcción de las áreas de servicios 
comunes que queremos desarrollar allí. Permítanme compartir cuál es la figura que imaginamos. En 
ese lugar trabajan hoy más de 300 personas, y más del 50 % son mujeres. Por lo tanto, en la medida 
en que la intención es concentrar algunos laboratorios que hoy tenemos en la Dinara —el ministerio 
viene trabajando en concentrar todo el polo de producción animal en el Dilave y todos los laboratorios 
vinculados a producción vegetal en Sayago, detrás de la facultad de agronomía—, muy probablemente 
tengamos que construir algunas áreas de servicios comunes que tienen que ver con bibliotecas, 
comedor, cantina y condiciones para que una madre que tenga un hijo chico pueda tener en ese lugar 
un servicio de guardería y dedicarse profesionalmente con tranquilidad a lo que se tiene que dedicar. 
La misma lógica es la que llevamos adelante en el INIA de Tacuarembó, en cuyo predio recientemente 
inauguramos un edificio con la Universidad de la República. En la lámina se aprecia el edificio de la 
Universidad de la República y, a la derecha, el nuevo edificio del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca. En vez de recuperar y refaccionar dos casas viejas —una alquilada y otra de propiedad— a un 
alto costo, construimos todas las oficinas del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca en el mismo 
predio del INIA y de la Universidad de la República. Es el modelo de campus sin que vivan estudiantes 
universitarios; es el campus institucional. La idea es hacer eso con los recursos que tenemos. 
Contamos con un terreno ocioso, que no utilizamos, que no necesitamos, pero no estamos dispuestos 
a otorgarlo directamente a alguien, sino a hacerlo con la transparencia que debe tener, y el artículo nos 
habilita en ese sentido. 


SEÑOR HEBER.- El señor ministro sabe que en estas instancias siempre hablamos de ampliación 
presupuestal y muy poco de rendición de cuentas. Ahora bien, como legislador me siento en la 
obligación de consultar sobre algunos temas que no comprendo del planillado que nos repartieron 
sobre gastos de funcionamiento del ministerio. Por esa razón me gustaría formular algunas preguntas 
sobre lo que, daría la impresión, se repite en varios incisos y en lo personal desconocía. 


En el cuadro n.* 10 de gastos de funcionamiento, correspondiente a «Análisis del inciso. 
Objeto del gasto consolidado», figura dentro de «Servicios personales» un rubro que es el 007, llamado 
«Régimen provisoriato», por un monto de $ 18:000.000, equivalente a aproximadamente USD 700.000. 
Me gustaría saber si el ministerio tiene muchos funcionarios bajo el régimen de provisoriato. 


En el rubro 522 aparece una nueva figura o un nuevo rubro que no vi en otras leyes de 
presupuesto. Me refiero a lo que se dio en llamar «diferencia a tabla». En horas de la mañana los 
representantes de la Oficina Nacional del Servicio Civil trataron de explicarnos este aspecto, pero 
resultó bastante confuso porque no se sabe bien de qué tabla estamos hablando. Supongo que se trata 
de funcionarios que el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca incorpora y tienen un desfase 
respecto a una tabla de funcionarios. A este rubro corresponden $ 27:000.000, es decir, casi USD 
1:000.000. 


Más adelante se hace referencia a la «Compensación especial para cumplir condiciones 
específicas» y la cifra de gasto efectuada por el ministerio es de $ 168:000.000, equivalente a USD 
5:000.000. ¿Hay mucha necesidad de compensar especialmente para cumplir condiciones específicas 
en el ministerio, que lleva a gastar USD 5:000.000? 


Luego se habla de «Compensación especial (discrecional)», a lo que corresponde un monto 
de $ 76:000.000, más de USD 2:000.000. 


A continuación, se hace referencia a la «Compensación especial para funcionarios 
especialmente encomendados (discrecional)», por una cifra de $ 123:000.000, casi USD 4:000.000. Me 
gustaría que se explicara cuál es esta categoría de función especialmente encomendada que lleva a 
gastar USD 4:000.000. 


Se habla también de «Compensación especial por horario nocturno o trabajo en días 
inhábiles». Quizá haya alguna tarea en el ministerio que deba desempeñarse en horario nocturno y que 
yo no esté percibiendo, pero a este rubro corresponden $ 160:000.000, USD 5:000.000 en el año. 


Más adelante se habla de «Compensación especial mayor responsabilidad originada por 
provisoriatos». Teníamos los provisoriatos y ahora, como son provisorios y se les asigna una función 
especial, ¿deben ser compensados por ello? A este rubro corresponden USD 2:000.000. Serían 
compensaciones especiales por funciones especiales. 


Después aparecen gastos, algunos de los cuales me llaman la atención como, por ejemplo, 
el referido a «compuestos químicos, tintura y pintura», rubro al que se le asignan $ 22:000.000, casi 
USD 800.000. ¿Se gasta tanto en químicos? Quizá sea así en los laboratorios y este gasto esté 
justificado. 


Dentro de los «Servicios no personales» hay un gasto de $ 33:000.000 por concepto de 
limpieza, aseo y fumigación. ¡Estamos hablando de USD 1:000.000! Y si uno divide ese monto 
en doce meses, estamos hablando de USD 90.000 de gasto mensual. Quizás se justifique, pero es un 
gasto. 


Por concepto de servicio de vigilancia y custodia el monto es de $ 33:000.000. 
Después se habla de otros servicios no personales no incluidos en los anteriores y son $ 22:000.000, 
es decir, USD 800.000. 


Hay un rubro de transferencias de capital que, según tenemos entendido, es para temas 
científicos, de investigación, servicios de guardería, etcétera. Después se menciona un fondo 
permanente de indemnización Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. No recuerdo este fondo y 
quizás me puedan refrescar la información, pero se trata de $ 89:000.000, o sea, casi USD 3:000.000 
en el año. 


Después se habla de otro rubro que se llama «Beneficios en especie» y supongo que se 
tratará de beneficios a los funcionarios, por $ 25:000.000. El señor ministro sabe que estamos en una 
instancia en la que tenemos una fuerte discusión política aquí, en la Comisión de Presupuesto 
integrada con Hacienda, sobre la necesidad de buscar recursos para poder solventar el déficit. Algunos 
van por el camino de poner más impuestos y otros creemos que, muchas veces, debemos cuestionar 
el gasto, pero nos gustaría tener un comentario acerca de estas observaciones que he hecho, porque 
quizás esos gastos estén justificados. Quisiera que se justificaran como para que, por lo menos, se 
pudiera decir que se trata de un gasto endógeno, como dice últimamente el ministro de economía. Si 
es endógeno, parecería que está blindado, pero me gustaría conocer la justificación de estos gastos 
que, sumados, hacen mucha plata. Espero una explicación al respecto. 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto voy a contestar con los elementos que tengo en la 
presentación, pero no hay ningún inconveniente en aportar más información con posterioridad. 


Como estamos hablando de números, de a ratos sigo siendo empresario y los problemas no 
los ataco por los pedacitos sino que primero miro el globo para después desagregarlo. Precisamente, 
cuando miro el globo tengo que ver dónde está el mayor componente de egresos del inciso 07, 
«Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca». Si lo miramos en términos porcentuales, en el año 
2000, el 85 % del presupuesto eran remuneraciones; en 2005, era el 92 %; en el año 2010, el 83 %; y 
en el año 2015, el 75 %. Eso no está en la gráfica; lo que estoy diciendo es que en ningún quinquenio 
tuvimos menos del 75 % del total de egresos por concepto de recursos humanos. Por lo tanto, es 
importante ver la gráfica que está en pantalla para saber cuáles son los recursos humanos. Como se 
verá, están divididos por colores; los de color celeste son funcionarios públicos y los de color rojo los 
funcionarios no públicos que, en su enorme mayoría, son contratados por proyectos de endeudamiento 
externo, ya que el ministerio tiene importantes proyectos de este tipo. Pueden observar que el número 
de funcionarios es prácticamente constante, con una tendencia a disminuir: de 2.237 a 2.265 en el año 
2010, luego 2.229 en 2014 —último año del período anterior— y 2.169 post ley de presupuesto. Por lo 
tanto, queda claro que no hay un aumento en la cantidad de funcionarios. 


En segundo lugar, voy a utilizar la expresión «más con menos» y luego voy a explicar los 
motivos. Podemos hablar de los volúmenes que producíamos y de las cantidades de certificados que 
teníamos que hacer; podemos hablar de los mercados que teníamos abiertos y de la cantidad de 
auditorías que había que sostener pero, en definitiva, estamos realizando más trabajo con la misma 
cantidad de funcionarios y desarrollando áreas que habían sido totalmente abandonadas en temas 
centrales como puede ser el manejo de recursos naturales: suelo, agua y campo natural. Esto 
prácticamente había desaparecido, pero ahora hemos generado nuevas capacidades. 


Acá voy a dar una alerta que si bien no tiene que ver con la pregunta del señor senador, es 
bueno dejar sentada la advertencia. De los 2.000 funcionarios, en el período que está corriendo 870 
tienen causal jubilatoria y 180 tienen el cese obligatorio porque llegan a los 70 años. Dentro de este 
proceso, tratamos de acelerar la renovación. 


Mis compañeros podrán explicar el tema de los provisoriatos con más detalle, pero puedo 
decir que en el período anterior se realizaron concursos y los que los ganaron accedieron al cargo por 
un período de 18 meses, 24 meses o 3 años, con la posibilidad de duplicarlo, antes de poder ser 
presupuestados. Por tanto, todavía tenemos funcionarios que ingresaron por concurso en 2014 o en 
2015 que no culminaron la etapa de provisoriato. Estos funcionarios luego son sometidos a evaluación 
y, si esta es favorable, se los contrata; de lo contrario, no. 


En consecuencia, el primer concepto a manejar es que la cantidad de funcionarios baja en 
forma constante. Entonces, hay que dejar planteada una alerta al respecto. Hoy de mañana estábamos 
analizando los números y podemos decir que del 1. de enero de 2015 al 30 de junio de 2016 
egresaron 202 personas e ingresaron 28. Estamos ante una luz amarilla; eso del dos por tres o del tres 
por dos propuesto para nosotros no es así porque hablamos de uno a siete. Entonces, tenemos que 
acelerar. Lejos de tener más funcionarios, estamos ante una franca caída y con una proyección para 
los próximos cuatro años que muestra que hay 870 funcionarios con causal jubilatoria. 


En el interior hemos desarrollado capacidades. En algunos de los lugares que figuran en la 
lámina no había funcionarios, pero hoy por lo menos hay uno. Si vamos a los números globales —eso 
está en valores constantes a 2015-, el señor senador podrá observar que la línea de base de nuestro 
presupuesto en 2016 es de casi $ 3.439:000.000 y la línea de base de 2011 a valores constantes de $ 
3.447:000.000. Esto quiere decir que con los mismos pesos constantes que en el año 2011 tenemos un 
presupuesto en la Dirección General de Recursos Naturales Renovables que en 2011 era de $ 
30:000.000 y hoy está en $ 60:000.000. A su vez, la Dirección General de Desarrollo Rural, que no 
existía, hoy existe; el Sistema Nacional de Información Ganadera aumentó y se consolidó y el Sistema 
Nacional de Información Agropecuaria —complementario del anterior—, que pretende ser una 
plataforma de información a la cual confluyan todos los registros, como el que presentó la directora de 
la granja, tiene presupuesto. Estos son cuatro ejemplos de nueve o diez actividades nuevas. Fueron 
seleccionados porque, a mi juicio, refieren con claridad al objetivo. Hay un aporte muy importante que 
apunta a fortalecer las capacidades en materia de recursos renovables. El futuro del Uruguay va a 
estar en permanente conflicto entre aumento de producción e impacto medioambiental. En ese sentido, 
es bueno que todos sepamos que Uruguay es pionero en el mundo en regulación del uso de suelos 
aplicando un modelo matemático que predice la erosión hídrica. Esa ha sido elegida como la política 
pública en materia de conservación de suelos por varios países europeos como ejemplo. 


Entendemos que la agricultura debe ser sostenible y que para ello no debemos afectar la 
capacidad productiva de los recursos naturales afectados hacia las próximas generaciones. 


Por lo tanto, en el período anterior implementamos la política de suelos y seguramente en 
estos días ustedes ingresarán a considerar la ley de riego. Estamos fomentando e impulsando el uso 
sostenible y eficiente del agua al servicio de la producción. Esto requiere regulación, alguna en 
conjunto con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, pero demanda 
acciones. 


La Dirección General de Desarrollo Rural es algo que no existía, se creó para atender 
situaciones en el territorio, básicamente con políticas diferenciadas pero direccionadas hacia la 
agricultura familiar. 


Los sistemas de información no son solo la trazabilidad al servicio de la campaña sanitaria. 
Hoy estamos desarrollando la información que puede darnos la trazabilidad al servicio de la 
información que el consumidor tendrá, mediante este aparatito, en una plataforma electrónica o digital. 
Eso permite transformar la información asociada al producto y a los procesos de producción en 
elementos que den valor a nuestra producción. 


Todo esto, en un país que ahora se acható pero que venía en un proceso en el competir por 
recursos humanos de esta calidad con el sector privado, con un agro donde los ingenieros agrónomos 
no se terminaban de recibir y ya los estaban llamando para trabajar —con los veterinarios sucedía más 
o menos lo mismo-—, generó que tuviéramos dos políticas. En todo lo que viene por endeudamiento 
externo tratamos de establecer remuneraciones que estuvieran de acuerdo con otros institutos y que 
fueran competitivas en el mercado. Como yo vine hace unos años de afuera de la Administración, me 
sorprendí cuando pedí la liquidación del sueldo de un funcionario y vi que un técnico, por ejemplo, tenía 
una remuneración de $ 13.000 —el sueldo es de $ 13.000- y siete partidas, con lo que terminaba 
cobrando $ 42.000, $ 43.000, $ 45.000, $ 32.000, $ 23.000. 


Hay compensaciones que son de larga data. Por ejemplo, la clásica, la histórica: la partida 
especial para la División de Industria Animal, que generaba una inequidad salarial brutal dentro de la 
propia unidad ejecutora 005. Cuando asumí como ministro, el problema era que si se generaba un 
cargo en cualquier frigorífico, el veterinario de Servicios Ganaderos local concursaba porque en el 
frigorífico ganaba 80 % más que en el resto. 


En la administración anterior generamos una partida, comprendida en el artículo 140, por el 
que se distribuye, en aquellos funcionarios que están en un listado y sujetos a evaluación de 
desempeño para cumplir tareas a la orden, una partida de remuneración complementaria que surge de 
lo que pagan los terceros —es decir los usuarios— por una tarea que se realiza fuera de hora. De esa 
forma compensamos para tratar de disminuir las inequidades que hay dentro de la propia unidad 


ejecutora. Si pasan por el ministerio van a ver algunos carteles dedicados a mí que tienen que ver con 
que todavía hay mucha gente que no está totalmente conforme con esa equiparación. O sea, con 
respecto a todos esos ítems no tengo acá la información para contestar. Me parece que lo importante 
es ver la masa. ¿Cuál es la masa salarial? La masa salarial es la misma, con algunas mejoras y 
muchas más cosas que se realizaron. ¿Por qué digo con más cosas? Porque no es lo mismo tener 
habilitados 40 mercados que 128; no es lo mismo tener políticas de fiscalización en el control de uso 
del suelo que no tenerla. 


La verdad es que yo, sin ninguna falsa humildad, me siento muy orgulloso de que al Uruguay 
se lo reconozca como un país que tiene un plan de suelo con un monitoreo satelital de control, o que el 
mundo mire nuestra trazabilidad como el ejemplo a seguir. Nosotros tenemos que estar administrando 
las cooperaciones internacionales porque, de lo contrario, nos tendríamos que dedicar a atender a 
todos los que les piden a Uruguay algún tipo de cooperación. Realmente, el sistema de identificación y 
de trazabilidad que ha generado Uruguay —después de unas cuantas dificultades— se ha consolidado y 
ha sido aceptado por la gente. 


Las compensaciones se pueden distribuir de distintas maneras. El señor senador se refirió al 
trabajo nocturno y puedo poner el caso de los frigoríficos que empiezan cuatro horas antes de que 
salga el sol. En otros lugares estamos 24 horas los siete días de la semana, como el puerto de 
Montevideo, las barreras sanitarias, los pasos de frontera de Fray Bentos y Nueva Palmira, etcétera. 
Tenemos una cantidad de funciones que se realizan 24 por 7 aunque en este momento no puedo decir 
con precisión cuántos son. 


En cuanto a la pintura no lo sé con exactitud, pero creo que tanto no pintamos; al menos mi 
oficina está despintada. Ahora, seguramente tenemos una partida importante de reactivos químicos. 
Permanentemente envío al Ministerio de Economía y Finanzas la solicitud de exoneración a lo 
impuestos de las importaciones de los reactivos. Solamente el Plan Nacional de Residuos Biológicos, 
que hace un monitoreo permanente de la presencia en el territorio de decenas de principios reactivos 
que son analizados en el Dilave, tiene un presupuesto de más de USD 2:500.000 por año y en ese 
presupuesto no están los salarios, solamente refiere a equipamiento y materiales. Ahora, esa 
capacidad es la que nos permite reaccionar rápidamente. 


Vuelvo a lo que decía hoy de la biología. En la biología no hay cien por ciento. Lo que debe 
tener un sistema de control es capacidad de detectar el problema en forma rápida y dar las 
explicaciones con fundamento en el menor tiempo posible. Creo que hay una carga muy importante de 
ese tipo de funciones y, diría, de especializaciones. 


El Uruguay tiene un altísimo potencial basado en sus ventajas comparativas naturales y nos 
debemos acostumbrar a eso. El desafío es seguir transformándolas en ventajas competitivas, que son 
las que nos tienen que diferenciar. Si la apuesta del Uruguay es a vender carne así nomás, nunca 
vamos a competir con Paraguay. No puedo competir con un país donde la tierra vale USD 500 y los 
salarios son la quinta parte que los de acá. Tengo que jugar el partido con la estrategia de la calidad y 
no de la cantidad, y la calidad hay que demostrarla, hay que certificarla, hay que consolidarla. 


Vine por primera vez acá en el año 2010 y presenté la gráfica que vemos en pantalla. La 
humanidad va a tener que producir en los próximos 35 años más alimentos que en toda su historia y 
esa es una oportunidad para el Uruguay. Todos los reportes —de las Naciones Unidas, de la FAO, 
etcétera— hablan de que en los próximo 20 años el mundo va a tener un incremento de la clase media 
en 3.000 millones, entendiendo por clase media no aquel que gana USD 200, USD 100, USD 20 o 
USD 10 por día, sino que la línea divisoria está en si consume o no proteínas animales. Hay 3.000 
millones de personas que a lo largo de los últimos 15 años y en los próximos 15 años van a dejar de 
desayunar, almorzar y cenar una taza de arroz y buena parte del problema que tenemos viene por ahí. 
La demanda del mundo viene por el lado de las proteínas animales. 


Con el petróleo a USD 140 tuvimos una demanda adicional de los biocombustibles y esto 
también incidió en esa época de auge que tuvimos en la agricultura. En la gráfica que tenemos en 
pantalla podemos ver cuáles son las tendencias —obviamente esas curvas no las hizo el ministerio—, y 
la de la carne vacuna nos dice que esa es la oportunidad del Uruguay en un mundo donde hay 


profundas transformaciones estructurales en los sistemas de producción. Hoy vemos agricultura 
extensiva con sistemas de riego en lugar de campesinos, porque el mundo ha transitado un camino de 
urbanización. Por primera vez en la historia de la humanidad vive más gente en las ciudades que en 
las zonas rurales, y ese proceso de urbanización, asociado a cambios en las cadenas de distribución, 
nos tiene que permitir aspirar, o estimular a aspirar a una mayor participación vinculada, por ejemplo, a 
esos gorditos que aparecen en la imagen, que es una familia de australianos que consumen en una 
semana todo lo que se ve ahí arriba de la mesa. El desafío del Uruguay es con cuánto de lo que hay 
ahí nosotros participamos. ¿Cuántos de esos productos que aparecen en la imagen son los que 
nosotros tenemos que desarrollar? ¿Y de qué manera? Cuando miramos la estadística, parece que el 
agro en este país es el 6 % del PIB, pero cuando ponemos las cadenas de logística, servicios, 
industrialización, de $ 4 que se generan en este país, $ 1 se genera en las cadenas. Hay 241.000 
puestos de trabajo en las cadenas agropecuarias, 70 % de la actividad en el interior —ahí estoy 
hablando de industria=; y en cuanto a las exportaciones, hay 56 % de productos agroindustriales. 
Tenemos que terminar con esa falsa oposición «vazferreireana» de que somos productores de bienes 
primarios, porque cuando vendemos una caja de carne a USD 8.000 la tonelada en Europa, o a 
USD 5.000 la tonelada en China, no estamos vendiendo un commodity, sino un producto que tiene 
muchísimo valor agregado incorporado. ¿Cómo subimos el techo de producción sin afectar los 
recursos naturales? En el año 2005 producíamos alimentos para ocho millones de personas, y hoy 
para veintiocho millones. Ayer, cerrando una conferencia en la Cámara Mercantil, de la Mesa 
Tecnológica de Oleaginosos, decía que buena parte de esa transformación se debe a la soja. Cuando 
decimos que alimentamos a veintiocho millones de personas, crecimos un poco en carne, un poco en 
leche, nos mantuvimos en arroz, pero el gran salto fue la soja. 


Los modelos que nosotros llevamos adelante nos permiten afirmar que el Uruguay puede 
alimentar a cincuenta millones de personas en forma sostenible si logra utilizar eficientemente el agua 
e incorporar toda la tecnología disponible que hoy existe. En esa política el ministerio tiene un rol para 
jugar, no único sino en coordinación con el resto de la institucionalidad agropecuaria, pero también con 
una muy buena articulación con el sector privado. 


Finalmente, todo lo que hacemos se resume en cinco pilares, entre ellos la competitividad y 
la inserción internacional. El otro día celebramos acá en el parlamento los diez años de la ley de 
trazabilidad. La trazabilidad, como proceso, empezó antes, pero se convirtió en ley en el 2006. La 
completamos prorrogando una ley que vencía en el año 2010, que nos obligaba a identificar a todos los 
animales adultos antes de junio de ese año, y vinimos al Parlamento a solicitar seis meses de plazo 
para poder terminar ese proceso. Recuerdo que el senador Bordaberry me dijo: «Ministro: no pida seis 
meses, pida un año, y llévelo hasta el 30 de junio del año que viene y va a trabajar más tranquilo». Al 
30 de junio del otro año logramos esa identificación animal que hoy es un ejemplo. 


Algún operador preguntaba el otro día de qué le ha servido la trazabilidad al Uruguay. Yo 
puedo decir que le permitió ingresar a la cuota 481 en Europa cinco años antes que nuestros 
competidores y exoneramos de pago a nuestra producción en una cifra de entre USD 270:000.000 y 
USD 300:000.000 de aranceles que no se pagaron por haber podido acceder a una cuota que, como 
recordarán, no es nuestra. 


Inserción internacional tiene que ver con sanidad, inocuidad, trazabilidad, bienestar animal, y 
tendrá que ver en el futuro con el valor agregado ambiental que le incorporemos a nuestra cadena de 
producción, porque nosotros no vamos a alimentar a nueve mil millones de personas, sino a treinta 
millones. Entonces, aspiremos a vender un producto especializado en ese tipo de consumidores. 


Intensificación sostenible y cuidado del medio ambiente tiene que ver con el aumento 
presupuestal de la Renare. 


También está la adaptación de los sistemas de producción al cambio climático. Por cierto, el 
ministerio, junto con el resto de la institucionalidad, instrumentó el sistema de huellas de carbono — 
fuimos uno de los primeros en América Latina— para las cadenas agropecuarias: arroz, lácteos y 
carnes. Hoy, el Uruguay sabe cuál es el nivel de emisión de sus principales productos. ¿Por qué es 
importante esto? Porque será un elemento de definición. En aquel entonces, se hablaba de huella de 
carbono, pero hoy se habla de la huella ambiental. 


El concepto de Uruguay Natural como marca país, que se desarrolló hace años, debe ser 
fortalecido con contenido y esto tiene que ver con la calidad, pero en términos integrales. 


En cuanto al desarrollo rural, estamos convencidos de que un país, donde un productor 
familiar se define por disponer de 500 hectáreas o menos, no puede darse el lujo de no generar las 
políticas que permitan que los pequeños y medianos productores puedan participar de esa oportunidad 
que habrá en el mundo en relación a los alimentos. Para ello es necesario generar los bienes públicos 
necesarios para que la diferenciación sea posible para todos: para los que tienen 3000 vacas y para los 
que tienen 50. Esto no se logra sin articulación institucional. 


En otro orden, quiero destacar que también desarrollamos algunas actividades vinculadas a 
tareas específicas de inocuidad alimentaria. Hace unos meses tuvimos un problema relacionado con 
ocho o diez contenedores —a lo largo de un año manejamos unos 1600 contenedores, o sea que este 
problema refiere a un 0,5%-—, en los que se registró la presencia de residuos de un producto que se 
utiliza para controlar la garrapata o la mosca. Automáticamente tomamos las medidas correspondientes 
y el problema desapareció. Hoy ese problema no existe. Ello no significa que no pueda haber 
dificultades con otros productos; por esa razón, se creó la Unidad de Coordinación y Planificación de la 
Inocuidad Alimentaria con el propósito de que se ocupe de esos temas. A esos efectos, hemos firmado 
un convenio con el instituto BFR de Alemania —el máximo nivel en análisis de riesgo e inocuidad—, con 
el objetivo de analizar todas nuestras cadenas productivas. La semana que viene ingresan dos 
funcionarios: un especialista en evaluación de riesgo químico y un especialista en evaluación de riesgo 
microbiológico, cuyos trabajos serán financiados en acuerdo con el INAC. ¿Qué más quieren el INAC y 
la cadena cárnica que tener una actitud preventiva articulada con el resto de las capacidades del 
ministerio tratándose de un tema tan importante como la inocuidad? 


Sé que no contesté todas las preguntas, pero lo que pretendo es transmitir cuál es la visión: 
en el acierto o en el error, con mayor o peor gestión, ese es el camino por el que hemos optado. 


En cuanto a los números finales, a valores constantes, tenemos algunos pesos menos que 
hace cinco años, pero se están desarrollando todas las actividades que acabo de describir. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al señor ministro y a su equipo su comparecencia en el día de 
hoy. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 17:28). 


Linea del vie de náaina 
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